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i. PLANTEAMIENTO GENERAL

La importancia de este tema resulta sobradamente justificada por su ca-
rácter vertebral. El cúmulo de cuestiones .inserías o conexas al principio de
condición más beneficiosa traspasa horizontal, verdea] y transversamente
todo el Derecho del trabajo.

Contrariamente, sin embargo, como lia señalado AIOÜSO García (í), se
trata de uno de los temas más necesitados de clarificación jurídica. Rxisíc
una gran confusión tanto terminológica como funcional, presentándose ambas
tanto a nivel normativo como jurisprudencial.

Una situación semejante está exigiendo en el momento presente un es-
fuerzo de análisis más que de síntesis. La clarificación dogmática sólo puede
venir después de UE análisis crítico de los supuestos de hecho de alguna
manera implicados en el principio de condición más beneficiosa.

(í) Curso de Derecho del trabajo, 4." edición, Barcelona, Í973, pág. 243.
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Por esta precisa razón, ia línea de argumentaciones vendrá trazada, bá-
sicamente, sobre e! Derecho positivo vigente, en un intento de operativizar
el análisis.

Constituyen materiales de partida las variadas afirmaciones jurispruden-
ciales y las ambiguas declaraciones de Reglamentaciones de Trabajo y Con-
venios Colectivos íen adelante, RR y CC, respectivamente).

Así, pues., resulta que jurisprudencia del Tribuna! Supremo y del Tribuna!.
Central de Trabajo (en adelante, TS y TCT, respectivamente) vienen atribu-
yendo el título de «condición más beneficiosa», exigiendo consiguientemente
su respeto, a cuatro situaciones bien distintas:

a) ün primer lugar, a las mejoras incorporadas al nexo contractual fren-
te a las condiciones estrictamente exigibles, según ía normativa general apli-
cable.

b) rín segundo lugar, a las condiciones de origen contractual frente a Jas
establecidas en nuevas normas -- RR, CC o KR[—, que sustituyen a las an-
teriormente; vigentes.

c) En tercer lugar, a las condiciones de origen normativo —RR, CC
o RRI— frente a las establecidas en nuevas normas áoí mismo rango je-
rárquico que ¡as sustituyen.

d) F.n cuarto íugar, finalmente, a las condiciones disfrutadas en base a
una norma —RR, CC o RRI— anterior a un cambio de sujeción normativa,
esto es, a u i cambio de RR, CC o RR1 aplicable.

A estas cuatro especies de «condición más beneficiosa» hay que aña-
dir una quinta situación, en base a las declaraciones de RR: las de origen
normativo —-legal en sentido amplio o consuetudinario— frente a las esta-
blecidas en nuevas normas de rango jerárquico superior.

AI estudio detenido de unas y otras se dedica ci presente trabajo.

l i . T.A CONDICIÓN MAS Br.NÍTFlCIOSA DH ORIGEN CONTRACTUAL

Í-RENT!- AL EMPRESARIO

P,n efecto, ía jurisprudencia denomina «condiciones más beneficiosas»,
impidiendo si: modificación por parte del empresario, a aquellas mejoras
sobre las condiciones estrictamente exigibles según la normativa general apli-
cable, nacidas bien del contrato individual de trabajo expreso inicia? o no-
vatorio, bien de "ia incorporación al nexo contractual por el paso del tiempo
de un convenio colectivo impropio o informal o pacto sindical y, muy en
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particular, de la concesión u otorgamiento empresarial unilateral, ya sea in-
dividual o colectivo (2).

Hn realidad se 'trata de una doctrina jurisprudencia! —la del respeto a las
condiciones contractuales— con un fundamento jurídieo-positivo claro y evi-
dente: el articulo 9.2.° de ía LCT, que admite que el contrato de trabajo sa
regule «por la voluntad de las partes... sin que en ningún caso puedan esta-
blecerse, en perjuicio del trabajador, condiciones menos favorables o pactos
contrarios a las normas legales».

Los requisitos exigidos por el ordenamiento son. pues, de un triple orden:
1." Oi'.c las condiciones nazcan del contrato. 2.r- Que las condiciones no sean
contrarias a las normas legales; y 3." Que las condiciones sean más favora-
bles que las legales, esto es, que se respete el principio de norma mínima.

h° En primer término, las condiciones lian de nacer de contrato.
Si bien es cierto que el contrato de trabajo, por esencia y por evolución

histórica desde el primitivo contrato c:vil de arrendamiento de servicios, se
ha convertido en un contrato normado, habiendo perdido, en general, su.
función normativa, ésta no ha desaparecido absolutamente, siendo posible
que bien directamente por acuerdo expreso, inicial o novatorio, bien indi-
rectamente a través de la incorporación contractual de ios convenios colec-
tivos impropios o de las mejoras unilaterales empresariales, el contrato in-
dividual de trabajo cumpla una específica función normativa: la tradicional
civil de ser «ley entre las partes contratantes» (3).

De su origen contractual se deriva, precisamente, el carácter individual o
singular deí disfrute de estas «condiciones más bencíiciosas». No valdrá ale-
gar el respeto por condiciones más bencíiciosas en relación a. condiciones
disfrutadas por trabajadores distintos del reclamante, pues, como señala la
STCT de 13 de octubre de 1973 (4), «lo contrario nos llevaría al absurdo
de no prosperar nunca la privación de un beneficio que con anterioridad y
por personas distintas se disfrutaron en tiempos pasados, aunque no exista
entre unos y otros sujetos relación alguna». O como dice más claramente
la STS, Sala 4.a, de 4 de febrero de 1966 (5), «las condiciones más benefi-

(2) Cfr. STS, S. 4.", de 7 de junio de 1973 (A/73, reí. 2747) y STCT de 16 de
febrero de 1973 (A/73, reí. 733), de 19 de febrero de 1973 (A/73, rcf. 711). de 8 de
marzo de 1973 (A/73, reí', l i l i ) y de 27 de noviembre de 1973 (A/73, reí. 4798).

(3) «L;ts obligaciones que nacen de los contratos tienen fuerza de ley entre las
partes contratantes» (arí. 1.091, Código civil).

(4) A/73, ref. 3847.
(5) .Jurisprudencia Social (en adelante, JS), núm. i.5, págs. 45 y sigs.
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eiosas no son de aplicación a trabajadores de nuevo ingreso si estaban con-
cedidas anteriormente a título personal».

El problema se presenta cuando se trata de distinguir una mejora unila-
teral empresarial colectiva de una costumbre local y profesional. No será
fácil saber si la mejora se atribuyó a título subjetivo, aunque colectivamente
- inaplicable, por tanto, ai persona! de nueva contratación—, o a título ob-
jetivo, por costumbre inveterada —aplicable en tal caso a todo el personal
de la empresa, sea antiguo o moderno—. En todo caso, el actor • -el traba-
jador que quisiera hacer valer una costumbre--- deberá probar su existencia
constatando la presencia de sus dos elementos: ei objetivo (práctica re-
petida, uniforme y constante en un sentido determinado) y el subjetivo (la
opinio inris o consenso general de su obligatoriedad).

Por otra parte, en relación a ia incorporación contractual de mejoras uni-
laterales empresariales, surge la cuestión de conocer cuándo se produce exac-
tamente la misma, y por ello, cuándo la mejora incorporada se convierte
en derecho subjetivo inatacable del trabajador (6).

Se trata de un problema de prueba —quaestio jacti- que deberá el ma-
gistrado resolver en cada caso a la vista de las, circunstancias concurrentes.
La continuid"^d en el disfrute de la mejora constituye quizá eí único indicio
objetivo de aproximación relevante a estos efectos ai no existir una precisa
frontera normativa o jurisprudencial.

Únicamente en materia de mejoras salariales la jurisprudencia ha sentado
criterios más ajustados, demostrativos de la inexistencia de una justificación
especial a^ena a la relación de trabajo: la fijeza en !a cuantía y la periodi-
cidad en el vencimiento (7). Pero aun esta presunción jurisprudencial podría
ser destruida en eí caso concreto.

(6) La jurisprudencia ha considerado condiciones más beneficiosas las siguientes:
e) transporte del trabajador de su domicilio al centro de trabajo (STS. S. 4.a, de 6
de febrero de 1967 [A/67, ref. 613]); determinadas reíribueiones (ST'S, S. 4.'. de 3 de
marzo de 2975 [A 71. ref. 1483]. de 5 de noviembre de 1968 [A/68, ref. 4947] y STS,
S. ó.\ de 17 de febrero de 1970 [A/70, ref. 1104]); el lugar de trabajo (STS, S. 4.".
de 7 de diciembre de 1972 [A 72, ref. 5166], de 29 de junio de 1972 [A/72, ref. 3552] y
de 3 de octubre de 1969 [A/69, ref. 425-1,]).

(7) «Para que pueda exigirse el abono de las gratificaciones concedidas volunta-
riamente por las empresas, es requisito ineludible que sean lijas cu su cuantía y pe-
riódicas en su vencimiento» (STCT de 16 de marzo cíe i970). Vid., en este mismo
sentido, STS de 11 de junio de 1970.

Hsta posición jurisprudencial surgió de la necesidad de distinguir entre las mejoras
o gratificaciones volunfarias propiamente dichas y las prestaciones salariales extrarregla-
mentarias o extraconvencionales del artículo 4." del decreto sobre ordenación del sala-
rio de 21 de septiembre de 1960, hoy derogado.
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Conviene, no obstante, a este propósito, reseñar la existencia de ciertas
cláusulas en determinadas RR que vienen a restringir e incluso a anular la
posibilidad de considerar como derechos subjetivos - -y por ello, de exigir su
respeto al empresario-••• determinadas retribuciones mejoradas uniíaíeralmente
por este último, perpetuando de csíe modo, aun después de derogado, el de-
creto de 1960 sobre mejoras voluntarias.

Así sucede, por ejemplo, con ía ordenanza laboral para los mataderos de
aves y conejos, de 30 de julio de 1974, que en sus disposiciones complemen-
tarias señala:

«Cuantas concesiones o gratificaciones pudieran ser otorgadas
en lo sucesivo libremente a su personal por las empresas compren-
didas en la presente ordenanza, no podrán ser conceptuadas como
permanentes si así se establece al tiempo de su concesión, pndiendo
aquéllas modificarlas o suprimirlas en estimación de las causas cir-
cunstanciales o antecedentes que las hubieran motivado.»

En la ordenanza laboral para las industrias cárnicas, de 4 de junio de
1973, se va aún más jejos, estableciendo una cláusula raás rigurosa:

«Cuantas bonificaciones o graíiíicaciones pudieran ser concedi-
das en lo sucesivo a su personal por las empresas de Industrias cár-
nicas comprendidas en ía presente ordenanza, no podrán ser con-
ceptuadas corno permanentes en caso alguno, pudiendo aquéllas mo-
dificarías o suprimirlas en privativa estimación de las causas circuns-
tanciales y antecedentes personales que las hubieran motivado.»

Ambas cláusulas atentan contra el principio de jerarquía normativa. Hl
decreto sobre ordenación del salario, de 17 de agosto de 1973, derogatorio
del decreto de 1960, vino a establecer a lo largo de su articulado la presun-
ción de que todo cuanto recibe el trabajador del empresario es salario (8).
'De este modo el Derecho del trabajo se reconcilió históricamente con el De-

(8) Conforme a lo dispuesto en el artículo 30 de la orden de 22 de. noviembre
de 1973, para el desarrollo del decreto 2380/Í973. de 17 de agosto, sobre ordenación
del salario («BOli» 11-121973), no tienen existencia legal las retribuciones o pluses
salariales que no correspondan al salario base o a cualquiera de los complementos sa-
lariales enumerados en el artículo 5." del propio decreto. Tin consecuencia, resultará
ilegal el concepto «plus voluntario», «gratificación voluntaria» u otro análogo, de-
biendo integrarse su importe en el complemento salaria! que corresponda de acuerdo
con la motivación real del pago o, en otro caso, en el salario base.
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recho común contractual, ya que. como señala eí artículo 1.115 del Código
civil, «cuando el cumplimiento depende de la exclusiva voluntad del deudor,
la obligación condicional será nula», afirmándose en el artículo 1.256 que
«la validez y el cumplimiento de los contratos no pueden dejarse al arbitrio
de uno de los contratantes». En último término, la validez o nulidad de estar,
cláusulas reglamentarias dependerá, una vez más, de la naturaleza jurídica
que se atribuya a los RR: la reglamentaria, postulada por la doctrina mayo-
ritaria, o la legal, defendida por Bayón, quien las considera «leyes orgánicas
especiales de cada norma laboral» (9).

2." En segundo lugar, estas condiciones contractuales no pueden ser con-
trarias a las normas legales.

¿Qué quiere decirse con esto? Simplemente que existen normas que, por
razones de orden público general - esto es, existentes en defensa de intereses
generales ajenos a las partes contratantes , establecen mínimos intangibles
no sólo por normas posteriores de rango jerárquico inferior, sino también
por vía contractual. Se trata de las denominadas por 33cspax (10) «estruc-
turas institucionales deí Derecho del trabajo» o «normas de derecho nece-
sario absoluto» (II).

P,n este punto el problema reside en la existencia de dos posibles clases
de condiciones más beneficiosas ele origen contractual:

1.a ])e un lado, las condiciones de naturaleza cuantitativa que suponen
únicamente una mejora material respecto de su regulación normativa. Por
ejemplo, una disminución de la jornada laboral, ei aumento del número de
días de vacaciones, un aumento salarial global o por partidas salariales coñ-

(9) Manual de Derecho del trabajo, vol. I, 10.' edición, Madrid, 1976-1977, pá-
gina 119.

(10) «Oonventions collectives», en Traite de. Droit du Travail, dirigido por
G. H. CAMKRLYNCX, Calloz, París, 1966, págs. 66 y sigs.

(11) CAMPS (LOS principios de norma más favorable y de condición más benefi-
ciosa en las fuentes del Derecho español del trabajo, Madrid, 1976) ha mantenido re-
cientemente una interesante tesis de alcance insospechado acerca de la naturaleza de las
normas de derecho necesario absoluto. Considera que las normas de derecho necesario
absoluto se configuran no tanto, per se, cuanto en relación al tratamiento que pretenda
sustituirlas. Esto significa que una misma norma puede ser modificable o insustituible,
en función de que el tratamiento más favorable para el trabajador llamado a reem-
plazarla dó lugar o no a soluciones anticonstitucionales. O lo que es lo mismo, que
no hay más normas de derecho necesario absoluto que las normas constitucionales:
«Las normas laborales en el ordenamiento español son siempre, ex constitutione, nor-
mas mínimas, salvo que su sustitución por un tratamiento más favorable para el tra-
bajador implique un desconocimiento que suponga vulneración o menoscabo de los
principios y soluciones constitucionales» (pág. 101).
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cretas o el establecimiento de determinados devengos exlrasalariales inexis-
tentes, iaies como el pago por la empresa del .1RTP o el establecimiento do
unos complementos de Seguridad Social.

2.* De otra parte, aquellas condiciones de naturaleza cualitativa, de al-
guna manera relacionadas con la organización del trabajo y cuya especifica-
ción venga atribuida al empresario por la normativa general. ?ov ejemplo,
una jornada intensiva de verano, una jornada laboral diurna, una función o
un puesto de trabajo concretos dentro de una categoría profesional ueicr-
minada.

La cuestión que resulta así planteada es la siguiente: ¿Cabe limitar con-
íractualmentc el contenido del poder de dirección empresarial? La respues-
ta deberá encontrarse en la calificación de la naturaleza de la regulación
normativa dei poder cíe dirección.

A favor de su consideración como mínimos absolutos intangibles se en-
cuentra ei artículo 4.'-' de la ley de Convenios Colectivos Sindicales de Tra-
bajo de 19 de diciembre de 1973 (en adelante, LCCSTí, cuando señala que
«en los CC no podrán establecerse cláusulas... que impliquen disminución...
de las facultades inherentes a la dirección de la empresa según el ordena-
miento jurídico laboral», lo que supone, con mayor razón, la absoluta in-
disponibiíidad por parte del empresario a nivel contractual individual. Un
pacto en este sentido implicaría una renuncia empresarial contraria al orden
público de las prohibidas por el artículo 6.", 2, del título preliminar de!
Código civil (12). En este sentido se han manifestado Moníoya (13) y Oje-
da (14) al afirmar que ei poder de dirección empresarial es irrenunciable.

Sin embargo, salvo esta prohibición de la LCCST, por otra parte incum-

(12) «La exclusión voluntaria de la ley aplicable y la renuncia a los derechos en
ella reconocidos sólo serán válidas cuando no contraríen e] inferes o el orden pú-
biieo ni perjudiquen a terceros.»

(i 3) El poder de dirección del empresario. IEP, Madrid, 1965, pág. 3 i : «El poder
de dirección es un poder irrenuiiciable, esto es, un poder cuya titularidad no admite
la libre renuncia dei empresario.»

(14) Lo renuncia de derechos del trabajador. IEP, Madrid, 1971, págs. 269 y 270:
«El hecho de que se permita la renuncia por oí empleador de sus derechos, no quiere
decir que sea posible la abdicación de cualquiera de sus prerrogativas, sino únicamente
di" aquellas que. en aplicación de los principios civiles, sea posible renunciar. Con-
cretamente, los poderes jurídicos en sentido estricto que se le conceden íuucionalmen-
te para la organización de !a empresa —poder de dirección, esencialmente- ao pue-
den ser abandonados, pues la naturaleza jurídica de las renuncias lo impide, al faltarle
la potencialidad necesaria para hacer salir del patrimonio una titularidad di: tal en-
vergadura.»
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plida y, como ha puesto de relieve Eayón (15), «de muy dudosa interpreta-
ción» (16), no existe en nuestro ordenamiento una clara y expresa prohibi-
ción de limitar contractualrneníe el poder de dirección empresarial (17), por
io que se impone una interpretación ideológica del alcance de los preceptos,
básicamente reglamentario?, que regulan el poder de dirección empresarial.

En este orden, y frente a una visión institucional del poder de dirección
empresarial que resaltaría mixtificante en nuestro ordenamiento en donde
ciertamente se identifican interés de la empresa c interés del empresario,
hay que defender una interpretación coníractualisía del mismo. Así, están en-
juego dos intereses: el del empresario ai mayor margen tíe libertad de espe-
cificación posible y el del trabajador a ;ma determinación de su prestación
laboral lo más amplia posible, conociendo de antemano las condiciones de
Jugar, tiempo, clase y cantidad de trabajo.

L.'na interpretación ideológica así resuelta ILvaría, por el contrario, a
reconducir ia regulación normativa de! poder de dirección empresarial a la
esfera del derecho necesario relativo (~: normas mínimas), mejorable, por
tanto, por vía de contratación individual.

Como afirma Pessi (18\ «el contrato de trabajo, íradicionalinentc defen-
dido por la doctrina más avanzada como un contrato de objeto mdelermi-

(15) Manual..., cit.. pag. 151.
(16) Básicamente caben dos: í." Limitar la negociación en tema de participación

de los trabajadores en la gestión; y 2.a Impedir erosionar !¡i esfera reglamentaria de!
poder de dirección empresarial (SALA: «El contenido de ¡a negociación colectiva: Par-
te normativa y parte contractual», en Quince lecciones sobre convenios colectivos.
Madrid, i 976, pág. 363).

(17) Es mas, el artículo 32 de la ley de Contrato de Trabajo (en adelante. LOT)
admite que el régimen disciplinario se establezca mediante contrato escrito: «No
podrán imponerse por el empresario otras correcciones que las previstas en Uis dis-
posiciones legales, en los reglamentos de taller o en los contratos hechos por escrito.-»

Por otra parte, los artículos 16.].° y 2." - «El contrato de trabajo escrito deberá
conicner cláusulas referentes a las siguientes condiciones: í." 7,a clase o clases de tra-
bajo objeto del contrato. 2.a La de si el trabajo ha de prestarse por unidad de tiempo,
por unidad de obra, por tarea o en cualquier otra forma»—. 64 —«I-.l trabajador pres-
tará la clase y extensión de trabajo que marquen las leyes, las reglamentaciones de
trabajo, el contrato y, en su defecto, los usos y costumbres» • y 78.c de la LC¿' —«Se
estimarán causas justas para que el trabajador pueda, por su voluntad, dar por ter
minado el contrato, las siguientes: c) iixigir al empresario trabajo distinto del pactado,
salvo los casos de urgencia previstos en la ley»— (si bien con una oran dosis de am-
bigüedad) se remiten expresamente al contrato individual de trabajo.

(13) «¡1 potere direttivo deH'imprenditore cd i suoi nuovi limiti dopo la legge 20
maggio 1970, núm. 300», en üivislu di Diritto del Lavoro, enero-marzo 1973, pág. 78.
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nado o de objeto determinado, pero con un notable margen de gencricidad,
tiende a transformarse en un contrato de contenido rígidamente determi-
nado». En el fondo, se constata un proceso histórico de «devolución» a la
esfera contractual de ciertas facultades directivas empresariales, si bien sería
de desear que tal devolución se hiciera no tanto a los contratos individuales
de trabajo cuanto a la negociación colectiva.

3.a .?or último, ¡as condiciones contractuales habrán de ser mus favo-
rables para los trabajadores que- las légale?.

Hsta exigencia tiene su justificación en la naturaleza mínima de las nor-
mas laborales. Podríamos decir que la generalidad de las normt.B laborales
son imperativas a efectos de oeyoración y dispositivas a efectos de mejora.

Sin embargo, la favorabilidad constituye un «concepto jurídico indeter-
minado» por cuanto —corno indica García ds Hntcrría (19)— la medida
concreta para su aplicación a un caso particular no la resuelve o determina
con exactitud la propia norma. Lo único que la norma concreta es que la
favorabilidad debe entenderse en beneficio del trabajador.

No obstante, del ordenamiento en su conjunto cabe obtener las siguien-
tes conclusiones:

a) Por hipótesis, el sujeto determinante de la favorabilidad deberá ser
en todo caso el beneficiario, esto es, el trabajador.

b) í7.í cómputo de la favorabilidad deberá hacerse en vía analítica, con-
dición por condición. Una transacción ex ante sobre ios mínimos legales, re-
glamentarios, convencionales o consuetudinarios quedaría afectada de nu-
lidad parcial, siendo de aplicación el artículo 10 de la LCT (20).

Así, pues, el alcance del principio del respeto a las condiciones contrac-
tuales por parte del empresario viene a ser el siguiente: una vez incor-

(19) «La lucha, contra las inmunidades del poder en el Derecho administrativo
(poderes discrecionales, poderes de gobierno, poderes normativos)», en Revista de Ad-
ministración Pública, núni. 83. 1962, págs. 171 y sigs.

(20) «Si por contravenir algunos de los preceptos anteriores resultase nula sólo
una parle del contrato de trabajo, éste permanecerá válido en lo restante, y se enten-
derá completado con los preceptos jurídicos adecuados a su legitimidad.»

F.n terminología de CAMPS, cabría la compensación horizontal de primer grado y
no cabrían la compensación de grado medio y máximo («Absorción y compensación
de incrementos salariales», en Estudios sobre la ordenación del salario, Valencia, 1976,
págs. 322 y sigs.).
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porado al contrato individual de trabajo un beneficio, no Ic es dado a la
empresa por su propia voluntad, o sea, uniiateralmcnte, imponer las con-
diciones generales menos ventajosas.

En consecuencia, las condiciones contractuales jugarán como límite tanto
frente a una modificación unilateral directa del empresario cuanto frente a
una modificación unilateral indirecta, esto es, en ios casos de movilidad del
persona! dentro de la empresa -—cambio de puesto de trabajo, de centro o
traslado - que supongan una alteración indirecta de las condiciones con-
tractuales disfrutadas. En este último caso la condición más beneficiosa
contractual exigirá su cumplimiento en el nuevo puesto o impedirá el cam-
bio unilateral si no fuese posible respetaría.

Para proceder a modificar este beneficio se precisará deí acuerdo nova-
torio de las partes, siendo ésto posible sin otro límite que la inexistencia
de vicios en el consentimiento del trabajador, ya que resulta admisible ju-
rídicamente la renuncia dei mismo, dada te naturaleza dispositiva de los de-
rechos contractuales, como viene admitiendo de antiguo la jurisprudencia (2i)
y la mayor parte de la doctrina (22), considerando el principio de irremm-
eiabüidad establecido en oí artículo 3ó de la LCJT —y hoy en e'i artículo 5.", I,
de la ley de Relaciones Laborales (en adelante, LRL) , referido únicamente
a los derechos del trabajador nacidos de norma o de sentencia y no a ios de
origen contractual.

Hn caso de inexistencia de acuerdo novatorio, cuando se trate de un be-
neficio que afecta a !a prestación laboral, cabrá siempre, naturalmente, cu
último término, la intervención de la autoridad administrativa, que, previa
instrucción de expediente de regulación de empleo, autorizará a la modi-
ficación contractual cuando se justifiquen suficientemente ias causas alegadas

(21) Cfr. STS de 31 de enero de 1941, 29 de enero de 1941. 1 de junio de 1942,
24 de mayo de 1945 o 5 de diciembre de J947.

(22) Vid. DE LA VILLA: «Hl principio de la irrenunciabilidad de los derechos la-
borales», en REVISTA DE POI./TICA SOCIAL, núm. 85, 1970, págs. 37 y sigs.: RIVERO
LAMAS: I,a novación del contrato de trabajo. Hd. Bosch, Barcelona, 1963, págs. 88
y sigs., y OJLOA: La renuncia..., cit., pág. 264.

Hn contra, ALONSO GARCÍA: 1.a autonomía de la voluntad en el contrato de trabajo,
Barcelona, 1958, págs. 154-155. También CREMAOES: El derecho transitorio en la
pactación colectiva, I. G. O., Sevilla, 1968, págs. 71 y sigs. Este último aünna que
«el principio de, condición más beneficiosa constituye un límite a la novación del con-
trato de trabajo». Más adelante añade: «7-n realidad, se trata no tanto del principio
de respeto a la condición más beneficiosa cuanto del principio a la irrenunciabiJidad
de derechos (art. 36 IXT).»
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y conforme al procedimiento establecido por el decreto de política de empleo
y sus disposiciones de desarrollo (23).

F.sf.a doble posibilidad de modificación de la condición más beneficiosa
de origen contractual ha sido expresamente recogida por !a 5TS, Sal?. 4.a,, de
6 de febrero de 1967 (24).

. i ! . [.A CONDICIÓN MAS BENEFICIOSA T>F. ORIGI'K CONTRACTUAL

FRENTE A Nl'JiVAS NORMAS

El Tribunal .Supremo ha venido a sentar la siguiente doctrina legal:

«Es principio básico en derecho laboral, como tuitivo de ¡os
trabajadores, que cualesquiera condiciones más beneficiosas que las
estrictamente exigibles, según la normativa aplicable, que las em-
presas otorguen o reconozcan de hecho o se incorporen ai nexo
de! trabajo, han de ser por las mismas respetadas como derecho
adquirido en tanto subsista la relación contractual., y olio incluso
cuando las expresadas condiciones más beneficiosas resulten afec-
tada:-; por alguna disposición legal que las regule de forma dis-
tinta, pues ello no implica que sea lícito, apoyándose en esto,
desconocer o lesionar situaciones anteriores consolidadas a! am-
paro de pactos, usos y prácticas singulares» (25).

La expresada doctrina legal viene a incidir sobre el vidrioso tema del res-
peto a las condiciones más beneficiosas de origen contractual (analizadas en
el apartado anterior: las expresamente contractuales y las incorporadas tá-
citamente al nexo contractual) por parte de nuevas normas que sustituyen
a las anteriormente vigentes. Sólo se aplicará la norma posterior en la me-

(23) Vid. STS, Sala 4.a. de 7 de abril de 1965 OS, núm. ÍO, págs. 32 y sigs.) y
STCT de 3i de octubre de 5970 (JS, núm. 36, pügs. 242 y sigs.).

(24) A/67, ref. 6Í3.
(25) Este es el tenor literal de sentencias tales como las de 30 de noviembre de

1963 (A/63, ref. 5149), 10 de julio de 1964 (A/64. ref. 3870), 20 de abril de 1966
(A/66, ref. 2666), 21 de febrero de 1967 (A/67, ref. 1203). 16 de muyo de 1969 (A/69,
ref. 4527), de 24 de septiembre de 1969 (A/69, ref. 4098). 18 de noviembre de 1969 (A 69,
ref. 5368), 29 de abril de 1970 (A/7C. ref. 2406). 15 de marzo de Í971 (A/71, ref. 1277),
9 de marzo de 1971 (A 71, ref. 1266), 7 de junio de 1973 (A/73. ref. 2747), 22 de marzo
de 2973 (A/73, reí. 1682), 17 de enero de 1974 (A/74, ref. 416), entre otras, todas
ellas de la Sala 4."
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dida que las condiciones establecidas en ella sean más favorables ai traba-
jador que las disfrutadas por contrato.

Hsíe principio afecta por igual a todas las normas laborales: a nuevas
reglamentaciones (26), a nuevos convenios colectivos (27), a nuevas normas
de obligado cumplimiento (hoy decisiones arbitrales obligatorias) (28) o a
nuevos Reglamentos de Régimen Interior (29) e incluso a nuevas normas
de carácter iníerprofesional pese a no existir jurisprudencia al respecto.

A nuestro juicio, el fundamento jurídico-positivo se encuentra, con carác-
ter general en eí propio artículo 9.2 de la LCT, interpretado a sensu con-
trario. Si en un contrato individual posterior a una norma se pueden esta-
blecer condiciones más favorables que las establecidas en esta última y apli-
carse del mismo modo las condiciones establecidas en la nueva norma, si son
menos favorables que las disfrutadas con anterioridad en base al contrato
individual, cederán en su aplicación a estas últimas.

ResDccío de ios convenios colectivos, la ley de 24 de abril de 1958 y su
reglamento de aplicación establecían expresamente el respeto a las condicio-
nes más beneficiosas de origen contractual en su artículo 3.° al señalar: «Los
convenios colectivos sindicales no podrán limitar ni disminuir en ningún caso
las situaciones obtenidas por los trabajadores individual o colectivamente.»
Fl hecho de que la vigente ley de CCST de 19 de diciembre de 1973 guarde
silencio en este punto en nada afecta a las condiciones más beneficiosas indi-
viduales o de origen contractual, ya que el artículo 9.2 de la LCT ofrece
cobertura suficiente. En úitimo termino, como ha señalado Alonso Olea (30),

(26) vSTCl' de 7 de mayo de 2973 (JS, núm. 59, págs. 200 y sigs.). En idéntico
sentido: STCT cíe 5 de octubre de 1971 (JS, níim. 48, pág. 216); STS, Sala 4.", de 4
de julio de Í963 (A/63, ref. 3346); STS, Sala 6.", de 10 d¿ marzo de 1954 (A/54,
ref. 645), y de 20 de abril de 1951 (A/51, ref. 968).

(27) STS. Sala 4.:\ de 14 de octubre de 1973 (A/73. ref. 3585). En idéntico sen-
tido: STS, Sala 4.a, de 22 de marzo de 1973 (A/73, ref. 1682), de 17 de enero de 1974
(A/74, ref. 416), de 27 de septiembre de 197! (A/71. ref. 3969). de 31 de enero de
1972 (A/72. ref. 228), de 35 de junio de 1971 (A/71, ref. 3188), de 15 de mar/.o de
Í97Í (A/71, ref. 1266). de 21 de febrero de 1967 (A/67, ref. 1203).. de 20 de abril
de 1966 (A/66, ref. 2666), de 29 de septiembre de 1964 (A. 64, ref. 422): STOT de 9
de febrero do 1968 Í.7S, núm. 25, págs. 293 y sigs.), de 12 de enero de 1972 (JS, nú-
mero 51, págs. 175 y sigs.) y de 12 de junio de 1972 (JS, núm. 53, pág. 234).

(28) STS, Sala 4.". de 29 de abril de 1970 (A/70, ref. 2406).
(29) STCT de 7.2 tle octubre de 1973 (A/73. reí. 4015). ?.n idéntico sentido: STGT

de 22 de octubre de 1970 (JS, núm. 42, pág. 217); STS, Sala 6.", de 5 de junio de
1952 (A;52, ref. 1170); STS. Sala 4.\ de 10 de diciembre de 1966 (A/66, ref. 5342), de
25 de octubre de 1953 (A/63, ref. 4413) y de 31 de octubre de 1961 (A/61, ref. 4363).

(30) Derecho del trabajo, Madrid, 1976, pág. 450.
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tales condiciones resultan intangibles por e! convenio, pues «la parte dei
convenio representa a los trabajadores como grupo, o a sus intereses, y no
puede disponer de los derechos pcrsonalísimos individualizados de un traba-
jador en concreto... Lo contrario implicaría un pacto contrario a la "libertad
individual" prohibido por el artículo 4."».

Pese a que. como afirma el Tribunal Supremo, se traía de condiciones
que «por su índole de atribución persona] y específica hacen innecesaria una
cláusula expresa de mantenimiento, subsistiendo de modo implícito», no obs-
tante, las normas posteriores señaladas (RR, CC o RRI) suelen establecer
en sus disposiciones transitorias delermiuaclas cláusulas de respeto a éstas,
con Diíguit y Gastón jeze (31), «situaciones jurídicas subjetivas» nacidas
de contrato.

De esta manera, en las RR (32) suele aparecer una ambigua cláusula,
mal calificada de «respeto a derechos adquiridos» o «condiciones más bene-
ficiosas», en la que, tras declarar ei carácter mínimo de las condiciones esta-
blecidas en la RR, señala, bien genéricamente, «que se respetarán las supe-
riores implantadas con anterioridad» o «las existentes a ía entrada en vigor
de esta Ordenanza» (33), refiriéndose tanto e. las de origen contractual como
a las de origen normativo de rango jerárquico inferior (CC, DÁO. RRI o
costumbre) o igual (nacidas de la RR que deroga o sustituye), bien especí-
ficamente, «que se respetarán las concedidas a su personal por convenio
colectivo sindical, norma de obligado cumplimiento (hoy decisión arbitral
obligatoria), contrato individual de trabajo, reglamento de régúnen interior
o costumbre» (34). En la mayoría de RR, sin embargo, el respeto queda
limitado a «las (condiciones) que vengan implantadas por disposiciones lega-
les o costumbre inveterada» (35), pareciendo excluir las condiciones más
beneficiosas de origen contractual. No obstante esta ausencia expresa, el
principio de respeto a las condiciones contractuales regirá en base a la fún-
dame:] tación general indicada (art. 9.2.° LCT).

en los convenios colectivos aparecen, en esta misma línea, las denomi-
nadas «cláusulas de garantía ad personam», por las que «se respetarán en

(31) Principes generaux du droit administratif, i. parís, 1930, pags. 762 y sigs.
(32) Para un estudio exhaustivo de estas cláusulas y sus múltiples vanantes, véase

C/VMl's: Los principios de norma más favorable y de condición más beneficiosa en las
fuenlcs de I Derecho español del trabajo, Madrid, 1976, págs. 231 y sigs.

(33) Cfr., por todas, Textil (Oiví de 7 de febrero de 1972) (art. 5.").
(34) Cfr., por todas, limpieza Pública (OM de 1 de diciembre de 1972) (art. 6.").
(35) Cfr.. por todas, Empresas de Contratas ferroviarias (OM de 31 de julio de

1972) (art. 100).
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todo caso aquellas situaciones personales que excedan de lo pactado colec-
tivamente, manteniéndose las que excepciorialmente tengan convenidas cual-
quier empleador o trabajador» (36).

Cláusulas ele parecido tenor pueden ser —y de hecho son— establecidas
en los Reglamentos de Régimen interior. Así se deduce, por ejemplo, de
¡a STS, Sala 4 . \ de 31 de octubre de 1961 (37).

El respeto a las condiciones más beneficiosas de origen contractual queda
atemperado por el juego de ia «absorción» y «compensación». Según esta
técnica, las mejoras de orden normativo (legales, reglamentarias, convencio-
nales, etc.) no se acumulan o adicionan a las condiciones más beneficiosas
disfrutadas a título individual, sino que, por el contrario, estas últimas son
compensadas o absorben según la perspectiva— las elevaciones de carác-
ter genera!. De este modo —como indica. Alonso Olea (38) -, «el pacto indi-
vidua! se respeta y sigue en vigor en lo que exceda de la regulación general».

Se prescinde aquí, por otra parte, de 3a estéril polémica terminológica
acere?, del significado preciso de «compensación» y «absorción», por enten-
der que: en esencia, se trata de una única técnica que pretende la neutrali-
zación de las mejoras establecidas sobre ios mínimos mediante ¡a no acumu-
lación a aquéllas de los aumentos posteriores de estos últimos.

La utilización de esta técnica resulta ya tradicional en nuestro ordena-
miento laboral pese a no existir una norma general de base que la legitime,
con la excepción, relativa a condiciones salariales, de la O:V3 de 29 de no-
viembre de 1973, que desarrolla el decreto de 17 de agosto del mismo año,
sobre ordenación del salario, en cuyo artículo 10, párrafo segundo, se dice:
«Las retribuciones del trabajo, tanto cu concepto de salario base como de sus
complementos, en cuanto fuesen superiores a ios mínimos establecidos con
carácter general, pueden ser absorbidas y compensadas en su conjunto, y en
cómputo anual, con las que se fijen con posterioridad en Reglamentaciones
u Ordenanzas Laborales, Convenios Colectivos o Reglamentos de Régimen
Interior».

Sin embargo, tampoco puede decirse que exista una prohibición, expresa
de utilización de la! técnica. El artículo c>.2.° de la LCT, fundamento del

(36) Vid., por ejemplo, CC interprovincial para mayoristas químicos, de 31 de
octubre de 1974 («ROK» de 12 de noviembre) (art. 6."); GC ¡nterprovincial de ácidos
y abonos, de 10 de octubre de 1974 («BOK» de 19 de octubre) (art. 5."J; CC ¡nterpro-
vincial de carbón lignito, cié 30 de. septiembre de Í974 («BOE», de II de octubre), entre
otros muchos.

(37) A/61, reí. 4363.
(38) La aplicación del Derecho del trabajo, Madrid, 1970, png. 24.

50



EL PRINCIPIO Dfc I.A CONDICIÓN NÍAS fifNEHCiOSA

respeto a las condiciones más beneficiosas de origen contractual, resulta

inexpresivo en esf.e sentido, con la importante consecuencia de no poder ale-

garse su existencia frente a. ¡as expresas cláusulas reglamentarias o conven-

cionales que establecen la absorción y compensación cíe condiciones.

Así, pues, son las referidas cláusulas de los decretos de saííirios mínimos

interprof.esiona.Ies (39), de las reglamentaciones de trabajo (40), de los con-

venios colectivos (41) o decisiones arbitrales obligatorias y de los reglamen-

tos de régimen interior (42) las que introducen en nuestro ordenamiento con

carácter específico la obsorción y compensación de condiciones más benefi-

ciosas. Hn tema de absorción y compensación cabe hacer, en líneas genera-

les, las siguientes consideraciones:

1." Hi juego de la absorción y compensación no se reduce únicamente

a las condiciones más beneficiosas de origen contractual, sino que incide

(39) El artículo 4." del último decreto cíe salarios mínimos interprofcsionales de
18 de mar/o de ¡976 señala: «Los salarios mínimos fijados ea el artículo i.°, más
ios devengos a que se refiere el artículo 3.". son compensables, en cómputo anual, con
los ingresos que en jornada normal y por todos los conceptos viniesen percibiendo
los trabajadores con arreglo a convenios colectivos, decisiones arbitrales obligatorias,
reglamentaciones de trabajo, ordenanzas laborales, reglamentos de régimen interior, con-
tratos individuales de trabajo y cualesquiera disposiciones legales sobre salarios en
vigor a la fecha de promulgación de este decreto.»

(40) HI artículo 41 de la ordenanza laboral para las industrias de bebidas re-
frescantes, de 2 de junio de 1972 («EOE» de 24 de junio de í972), señala: «I.as me-
jores condiciones, retribuciones, gratificaciones extraordinarias, incentivos, pluses, etc.,
que las empresas hubiesen otorgado voluntariamente o por pacto individual o colec-
tivo a sus trabajadores, se considerarán absorbidas por las nuevas retribuciones que
ahora se establecen. Se excluirán, sin embargo, del cómputo de salarios, a este solo
efecto, las gratificaciones extraordinarias con motivo de las fiestas de Exaltación del
Trabajo y Natividad del Señor y los aumentos por años de servicios».

(41) El artículo 7." del CC interprovincial para mayoristas de productos químicos
industriales y subgrupo de importadores y sus trabajadores, de 3S de octubre de 1974
(«HOE» de 12 de noviembre de 1974), señala: «Compensación y absorbibilidad.—Las
condiciones y mejoras económicas que se pactan aquí, estimadas anualmente, son com-
pensables y absorbibles en su totalidad con las retribuciones que rigieron anteriormen-
te sobre los mínimos reglamentarios por imperativo legal, jurisprudencial, contrato
individual, pacto de cualquier clase, usos locales o cualesquiera otra causa.

(42) La SI'CT de 22 de octubre de 1973 (JS, núm. 63, págs. 2.Í9 y 220) recoge
el texto de una cláusula de compensación establecida en un reglamento de régimen
interior: «Las remuneraciones Jijadas en este reglamento sustituyen y compensan en
su conjunto a todas las retribuciones o emolumentos... que viniera devengando el per-
sonal... a la entrada en vigor de este reglamento, sin que en ningún case pueda sufrir
disminución en la retribución anual global».
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también - como se desprende de los textos transcritos (43)-— en todas aque-
llas mejoras realizadas sobre los mínimos establecidos en una norma por
parte de normas de rango jerárquico inferior (RR, CC, DOA, RRI o cos-
tumbre laboral).

2.a Normalmente, la compensación o absorción se producirá entre con-
diciones salariales, aunque cabe también la absorción y compensación entre
condiciones no salariales o laborales propiamente dichas, siempre que sean
traducibles numéricamente (por ejemplo, número de días de vacaciones, nú-
mero de horas de jornada iaborai, etc.).

Lo que no cabrá, so pena de acabar con la condición más beneficiosa,
es la compensador, de condiciones laborales contractuales con condiciones
salariales normativas. Hsíe sería el caso de'i establecimiento de un plus com-
pensatorio ¿e jornada en un CC que pretendiese acabar con determinadas
jornadas reducidas que disfrutasen algunos trabajadores a título individual.
Es decir, la compensación o absorción deberá afectar necesariamente a con-
diciones homogéneas, esto es, a aquellas que posean una raíio o finalidad
cuanto menos análoga. En este sentido se han manifestado las sentencias
del 7S, Sala 4.a, de ÍO de diciembre de 1966 (44), y de! TCT, de 12 de enero
de 1972 (45), declarando esta última que no es posible compensar devengos
cxlrasalanales (concretamente., unos complementos empresariales al subsidio
por incapacidad laboral transitoria derivada de enfermedad) con partidas
salariales (45 bis).

3.a La absorción y compensación de condiciones precisa cláusula expre-
sa de establecimiento, rigiendo, en caso contrario, el respeto a la condición
más beneficiosa contractual en toda su puridad, esto es, en cómputo acumu-
lativo. En este sentido se han manifestado infinidad de sentencias del Tribu-
na! Supremo y Central de Trabajo (46).

No obstante, !a vigencia con carácter general de la OM de 1^73 sobre
salarios (art. 10, párrafo segundo, anteriormente transcrito) parece eximir de
este requisito a la compensación y absorción de condiciones salariales. Lo
que no obstará para que en algún caso se establezcan compensaciones más

(43) Cfr. notas 47, 48, 49 y 50.
(44) A/66, ref. 584?..
(45) JS, núm. 51, págs. 175 y sigs.
(45 bis) Cfr. nota 20, in fine.
(46) Cfr. STS, S. 4. \ de 21 de febrero de 1967 (A/67, ref. 1203); STCí" de 12

de junio do 1972 (JS, núm. 53, pág. 234), de 7 de mayo de ¡973 (JS, núm. 59, págs. 200
y sigs.) o de 22 de octubre de !973 (A/73, ref. 4015).
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limitadas o incluso Iiesme a prohibirse la compensación de condiciones sa-
lariales.

4.:£ Finalmente, al trillarse de un derecho rununciab'e por el empresario,
cabe que el contrato individua! do trabajo prevea la hipótesis de absorciones
y compensaciones futuras y establezca su prohibición. Así, resulta, por ejem-
plo, de ¡a STS, Sala 4. \ de 10 de junio de 1964 (47), en la que se prevé el
supuesto de una mejora empresarial colectiva recogida en e! acta del jurado
de empresa, donde quedaba establecido que «esa base superior queda con-
solidada y no será absorbida ni compensada por cualquier aumento de sala-
rios que sea decretado o convenido en io sucesivo».

F,vide:iteinente, el sistema de absorciones y compensaciones no resulta
grato a los trabajadores, que ven así neutralizadas sus mejoras, ai disminuir
los porcentajes, aun respetándoseles las cuantías globales, siendo deseable su
desaparición de lege ferenda.

Por otra parte, no es posible alegar frente a. esta realidad, como se ha
hecho (48), «que ia técnica de la absorción y compensación estimula indirec-
tamente a ¡os empresarios a establecer mejoras, ya que pierden el recelo a
mejorar los salarios, sabiendo que serán suprimidos o reducidos al incre-
mentarse los mínimos legales». Son, por eí contrario, válidas las oalabras
de ívíontalvo (49) cuando señala que «el carácter económico de Jas: relacio-
nes laborales desautoriza la opinión de que las concesiones anejas ai empico
íengíiu su causa en móviles altruistas o de liberalidad... Las mejoras salaria-
les que establece ia empresa —cualquiera que sea la forma bajo la cual
aparecen concedidas— suelen venir impuestas por circunstancias; del mer-
cado de trabajo, por Ja ley de la oferta y la demanda:, la discriminación
salarial en favor de determinados trabajadores no depende tanto de ía buena
disposición paíronal cuanto de la potencialidad de ia empresa y del mejor
rendimiento que se obtenga del esfuerzo labora! de quienes 3a integran».

(47) A/64, ref. 3870.
(48) Vid. Al .MANSA: Absorción y compensación en la política de salarios mínimos.

Comunicación presentada al III Congreso Iberoamericano de Derecho del Trabajo.
Sevilla. !970, pág. 12.

(49) «Absorción y compensación de salarios en los convenios colectivos (notas
para un estudio), en Cuadernos de la Cátedra de Derecho del Trabajo, núni. 2, 1971.
págs. 15-16.
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I V . LA CONDICIÓN MAS KFNHHCIOSA DE CRIGL'N NORMATIVO

Í-"RENTE A NORMAS DHL MISMO RANGO

A) La sucesión de normas

El tercer supuesto viene a plantear la cuestión de la sucesión de normas
en e! tiempo y del respeto a aquellas condiciones más beneficiosas de origen
legal reglamentario (RR o RRí.) o convencional frente a la. aplicación de
nuevas leyes, RR, CC o RRL

¡F.l problema nace tío !a naturaleza misma del contrato de trabajo como
contrato normado y de ejecución continuada y de Ja consiguiente posibilidad
de sustituir las normas que ¡o regulan.

Cabe, efectivamente, que la nueva norma contenga una disposición tran-
sitoria en su articulado que resuelva esta cuestión, estableciendo el respeto
a las condiciones más beneficiosas anteriores nacidas de !a norma que deroga
aisladamente o en su consideración conjunta (50).

Es cuando no existe disposición transitoria alguna o cuando esta esta-
blece eí respeto parcial de ¡as condiciones anteriores cuando surge el con-
flicto. Ante la ausencia de una normativa clara y generalizada al respecto,
la doctrina y la jurisprudencia utilizan los tres principios siguientes: l.u A fa-
vor del respeto de taJes condiciones más beneficiosas: a) F.J principio de
irreversibilidad de las normas laborales. b) F,I principio del respeto de los
derechos adquiridos. 2." F.21 contra: eí principio del orcen normativo o de
modernidad.

Por el primero de ellos —principio de irreversibilidad de las normas la-
borales— se defiende no solamente eí respeto, a título personal, de ias con-
diciones más beneficiosas de origen normativo disfrutadas por los trabaja-
dores contratados con anterioridad al cambio normativo, sino con carácter
general, la imposibilidad de que una norma posterior empeore las condicio-
nes reguladas por aquella que deroga.

Este principio, enunciado tímidamente por un sector de la doctrina (51),

(50) Vid. supra, apartado III, las elásulas de «respeto a derechos adquiridos» o
«condiciones más beneficiosas» de las RR, las «cláusulas de «arantía cid personan» de
los C'C o las similares establecidas en JIRI.

(51) Vid. PÉKKZ Í-EÑKRO: Teoría general del Derecho español del trabajo, Ma-
drid, 1948. páss. 159-164; ALONSO GARCÍA: Derecho del trabajo, vol. i, Barcelona,
1960, págs. 255-257; CABRFRA BAZÁN: La novación ilícita del contrato de trabajo, .Se-
villa. 1963, págs. 79 y sigs.; VILLA GIL: Esquemas de Derecho del trabajo. Valencia,
1972, pág 47; MONTOYA : Derecho del trabajo, vol. íl. Murcia. 1974, pág. 207.
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ha sido desarrollado y defendido por Camps recientemente (52) en base al

carácter mínimo de las normas laborales en sencido diacrónico, esto es, a «la

posibilidad de que el carácter mínimo de Jas normas laborales implique no

sólo que las mismas puedan ser sustituidas por las de inferior rango más

favorables para los trabajadores, sino también que su derogación, por las de

igual o superior rango, sólo pueda hacerse si la norma posterior no supone

un retroceso en la situación de los trabajadores» (53).

F.l fundamento jurídico positivo de este principio viene situado a nivel

constitucional en una serie de Declaraciones del Fuero del Trabajo -Decla-

raciones 1.4 (54), II-1 (55) y I1L3 (56) -•, pero específicamente en la Declara-

ción HE.4, interpretada extensiva y no restrictivamente ¡57), considerando in-

constitucional la derogación in pcius de normas laborales.

I,a doctrina no es pacífica en este punto (58) y la jurisprudencia mayod-

iaría se niega a reconocer el principio de irreversibilidad de las normas labo-

rales (59).

El segundo de ios principios enunciados - -el de! respeto a ¡os derechos

(52) Los principios de norma más favorable y de condición más beneficiosa en
las fuentes del Derecho español del trabajo, cií., págs. 521 y sigs. y 187 y sigs.

(53) CAMI'S, op. cit., pág. 121.

(54) «Bl Estado valora y exalta el trabajo, fecunda expresión del espíritu creador
del hombre y, en tal sentido, lo protegerá con la fuerza de la ley, otorgándole las
máximas consideraciones y haciéndole compatible con el cumplimiento de los demás
fines individuales, familiares y sociales.»

(55) «E! Estado se compromete a ejercer una acción constante y eficaz en defen-
sa de¡ trabajador, su vida y su trabajo.»

(56) «Gradual c inflexiblemente se elevará e¡ nivel de vida de los trabajadores, en
la medida que !o permite el superior interés de la nación.»

(57) «Hí Estado fijará las bases mínimas para la ordenación del trabajo, con su-
jeción a las cuales se establecerán las relaciones entre los trabajadores y las empresas.
Dice OAMPS (op. cit., pág. 125): «F.n una interpretación no excesivamente restrictiva,
y creo que perfectamente sostenible con la mayor corrección técnica, entiendo que
la regulación estatal de ias condiciones mínimas de trabajo es, efectivamente, irreversi-
ble, pues de otro modo no tendría sentido ninguno afirmar que esas condiciones cons-
litucionalmente son mínimas si pudieran ser canceladas por normas ordinarias. Si;
sustitución por otras menos favorables o inferiores significaría que, en realidad, aque-
llas condiciones no eran mínimas.»

(58) Vid. ALONSO OLEA: Dreeho del trabajo, cit., pág. 471, y CRRMADF.S: El de-
recho transitorio de la pactación colectiva, cit., pág. 73.

(59) Ci'r. S'i'S, S. 4.\ de 25 de octubre de 1963 (A/63. ref. 4413), de 2 de octubre
de 1965 (A/65, ref. 4106) y de 2 de noviembre de 1965 (A 65. ref. 5055). Vid. en CAMJ'S
(op. cit., págs. 189 y sigs.) una glosa de estas sentencias enunciadas.
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adquiridos (60)— ha sido postulado por un cierto sector doctrinal (61), si bieu
nunca ha sido seguido de manera clara y evidente por la jurisprudencia (62).

El fundamento de este principio se encontraría en la consideración de que
las condiciones de origen normativo, en relación con ios trabajadores que las
disfrutan, se desgajan de la norma «contractuaíizándose». Por vía de esta fic-
ción se hace posible su mantenimiento frente a normas posteriores peyorativas
en base a las mismas razones por las que se han de respetar las condiciones
más beneficiosas de origen contractual.

Sin embargo, esto sería tanto como afirmar que la virtualidad o eficacia
jurídica de las condiciones normativamente impuestas no les vienen de su
naturaleza de norma, sino de su incorporación a ios distintos contratos indi-
viduales de trabajo, lo cual es un contrasentido. F.s claro en este punto que
existen dos clases de condiciones o, con terminología administrativista, «situa-
ciones jurídicas»: las «situaciones jurídicas objetivas» derivadas de ley o re-
glamento, que siguen la suerte de la norma, que las establece, y las «situaciones
jurídicas subjetivas» derivadas del contrato, que siguen la suerte de éste y no
de la norma. Así, pues, si una norma posterior modifica «situaciones jurídicas
objetivas» no por ello puede decirse que tenga efectos retroactivos ni cjuc
perjudique derechos preexistentes (63).

El tercer principio —de modernidad o de orden normativo— viene esta-
blecido en nuestro ordenamiento por el artículo 2.", 2, del título preliminar
del Código civil (64), siendo sinieíizable en ci criterio de que «la ley posterior
deroga la ley anterior». Así, por ejemplo, si se trata de una nueva RR. que
viniera a sustituir a otra anterior, salvo disposición transitoria en contrario,
dado su carácter normativo, regirá el principio de modernidad. La aplicación

('60) Vid. en OAMPS (O¡>. c.it., págs. 210 y sigs.) una exposición resumida y crítica
de la teoría de los derechos adquiridos.

(61) Vid. ?KUEZ Ln.ÑERO: Teoría general, cit., págs. 162-163; CAHRFRA BAZÁN: La
novación ¡licita, cit.. pág. 95. y DE LA VILLA: Esquemas.... cit., págs. 48-49. Para una
valoración crítica de estas posiciones doctrinales, vid. CAMPS, op. cit., págs. 203 y sigs.

(62) Una exposición crítica de la jurisprudencia vacilante o ambigua en este tema,
en CAMPS, op. cit., págs. 219 y sigs.

Tan sólo en relación a RR1, la jurisprudencia se ha manifestado expresamente a
favor del principio. Así: S'I'S, S. 4.", de 29 de octubre de 1959 (A/54, rcf. 4041) y de
25 de junio de 1965 (A/65, ref. 5435) (vid. CAMPS, op. cit., págs. 344-355).

(63) GARCÍA DE ENTKRRJ'A y TOMÁS-RAMÓN FKRNÁNDF.Z: Curso de Derecho admi-
nistrativo, tomo I, Madrid, 1974, pág. 78.

(64) «Las leyes sólo se derogan por otras posteriores. La derogación tendrá el
alcance que expresamente se disponga y se extenderá siempre a todo aquello que en
la ley nueva, sobre la misma materia, sea incompatible con la anterior.»
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inmediata de la nueva RR hará desaparecer del mundo jurídico a la antigua.
Las condiciones contractuales disfrutadas hasta entonces en base a la RR pri-
mitiva correrán la suerte de la norma en que se encuentran insertas.

Esta doctrina ha sido expuesta expresamente por Alonso Olea (65) y Cre-
mades (66) e implícitamente por el grueso de la doctrina, siendo el criterio
jurisprudencial de más segura aplicación.

Personalmente concluiría en este punto en lo siguiente: a) One no es
posible hablar tíc «derechos adquiridos» en el caso de condiciones de origen
normativo, b) Que la afirmación de irreversibilidad de las normas laborales
y, por tanto, de existencia en materia laboral de una excepción a! principio
genera] de modernidad, tiene base suficiente en nuestro texto constitucional.

Si bien lodo lo expuesto tiene un carácter general y resulta aplicable a
todo tipo de normas laborales (legales, reglamentarias y convencionales), con-
viene, no obstante, considerar de modo específico la cuestión en los CC, donde
es posible encontrar una nueva fundamentación jurídica al principio de irre-
versibilidad. La sucesión de CC del mismo ámbito territorial y funcional
plantea la cuestión de la licitud de un CC posterior peyorativo.

Vigente la LCSS de ¡958. en su artículo 3." se establecía el principio del
respeto por las condiciones más beneficiosas de origen colectivo, esto es, na-
cidas de un convenio colectivo anterior de! mismo ámbito. Se decía: «Los
convenios colectivos sindicales no podrán limitar ni disminuir en ningún caso
las situaciones obtenidas por los trabajadores individual o colectivamente.»
Y en el artículo 3.° del Reglamento de desarrollo se reiteraba: «Serán nulos
y no surtirán efecto alguno entre las partes los pactos o cláusulas... que limi-
ten o disminuyan los beneficios obtenidos por aquéllos individual o colectiva-
mente.» Si bien más tarde los artículos 11 de la ley y 5.", párrafo tercero, del
Reglamento admitían «los acuerdos de modificación y compensación de con-
diciones más beneficiosas adquiridas», marcando con ello una aparente con-
tradicción, ésta era salvada por la doctrina (67), que afirmaba la posibilidad
de establecer cláusulas modificativas o compensatorias de! convenio colectivo

(65) Derecho del trabajo, cit., págs. 471 y sigs.
(66) El derecho transitorio, cit., pág. 73.
(67) TÍORRAJO: Introducción al Derecho español del trabajo, Madrid, 1969. 2." edi-

ción, pág. 377; DE I.A VILLA: «El principio de la irrenunciabilidad de los derechos la-
borales», en RPS, núm. 85. pág. 47. y ALONSO OI.HA: Derecho del trabajo, Madrid,
1973, 2.a edición revisada, pág. 386.
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anterior, siempre que el convenio colectivo posterior, en su conjunto f — teoría
de la global ización), no fuese peyorativo. iVíás tarde, la jurisprudencia (68)
exigía que la sustitución de beneficios mediante compensación fuese contem-
plada directa y expresamente en el nuevo convenio, so pena de mantenimiento
acumulativo del anterior beneficio.

En esta realidad incidiría la LCCST de 1973,, cuya regresividad en este
punto es manifiesta, al no ofrecer como hacía la LCCS de 1958 un claro
y expreso mandato de respeto por las condiciones más beneficiosas de origen
colectivo y concretarse única y exclusivamente en las condiciones reglamen-
tarias (69). No deja de ser significativa la presentación de ocho enmiendas
inaíendidas al proyecto de iey en el sentido de incluir en el texto la expresa
prohibición de los convenios colectivos peyorativos mediante el respeto a las
condiciones convencionales anteriores.

Ante el silencio normativo, ciertamente, no cabe acudir a la doctrina de la
incorporación contractual para fundamentar el respeto a estas condiciones
más beneficiosas anteriores, ya que es claro que la virtualidad o eficacia jurí-
dica no le viene al convenio en nuestro ordenamiento de su incorporación al
contrato individual de trabajo, sino de su naturaleza de norma y de norma
temporal (70). Tan sólo en el caso excepcional de que el contrato individual
de trabajo hiciera una remisión específica a determinadas condiciones conven-
cionales, prohibiendo expresamente la aplicación de una normativa posterior
peyorativa, podría pensarse en asimilar tales condiciones más beneficiosas o
ias de origen individual o contractual y respetarlas en base a! artículo 9.", 2.",
de la LCT (71), interpretado a sensii contrario.

Podría, pues, pensarse con un cierto fundamento —una interpretación
histórica (la ley de 1958 preveía expresamente), literal (el aré. 3.° de la nueva
ley sólo exige respeto a las condiciones reglamentarias) y Ideológica (los
convenios poseen en nuestro ordenamiento naturaleza normativa y deben se-
guir el principio de modernidad o de orden normativo—, lex posterior derogat

(68) Cfr. STS, S. 4.a, de 21 de febrero de 1967 (A/67. ref. 1203).
(69) «Mediante los CCSí' se mejorarán las condiciones laborales que estuviesen

fijadas por reglamentaciones u ordenanzas laborales o por cualesquiera otras disposicio-
nes reglamentarias lie carácter general. En consecuencia, serán nulos y no surtirán efec-
tos entre las partes los convenios que impliquen condiciones menos favorables para los
trabajadores» (art. 3." I.C-CST).

(70) Ci'r. artículo 6." de la LCOS':'.
(71) «El contrato de trabajo se regulará: 2° Por la voluntad de las partes siendo

su objeto lícito, y sin que en ningún caso puedan establecerse, en perjuicio del traba-
jador, condiciones menos favorables o pactos contrarios a las normas legales antes
expresadas.»
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h'gi priori —según establece ei art. 2:\ 2, del nuevo título preliminar del
Código civil)—, que se ha pasado, en iodo caso, de una situación normativa
—la de la ley de 1958—, que prohibía la renuncia colectiva de las condiciones
convencionales anteriores más beneficiosas y exigía la expresividad de las
cláusulas compensatorias a otra situación normativa —la de la ley de 1973- - ,
donde cabe la renuncia colectiva {reformatío in peius o convenio colectivo
peyorativo) y, por supuesto, pues donde cabe lo más cabe lo menos, el esta-
blecimiento de compensaciones tácitas de las mismas. Diríamos que se ha-
bían equiparado, en este sentido, la autonomía colectiva y la autonomía
individual, en cuanto que el convenio colectivo posterior no varía ei convenio
colectivo anterior sin que jugara el principio de irrenunciabilidad en relación
a las condiciones convencionales anteriores más beneficiosas, al igual que
ocurre con la novación voluntaria de un contrato de trabajo por las partes
contratantes, en la. que tampoco juega cí principio de la irrenunciabilidad
de! artículo 36 de la LCT respecto de los derechos de origen contractual.

Frente a estas afirmaciones, sin embargo, cabe oponer que en la LCCST
vigente, a ¡o largo de su articulado, se lia venido a establecer el principio de
irrevcrsibUidad de los convenios colectivos (72). Así: a) Eí artículo 2.° esta-
blece como objetivo primario de ios convenios colectivos «la mejora de las
condiciones laborales y de vida de los trabajadores», b) F.l artículo 4." señaía
que «en ios convenios colectivos no podrán establecerse cláusulas... que im-
pliquen disminución... de los derechos de los trabajadores», c) El artículo i l ,
al hablar de! contenido material normativo de los convenios colectivos, se
refiere a «las (cuestiones) relativas a la mejora de condiciones de traba-
jo», d) F.l artículo 7.", in fine, del Reglamento, por último, establece la apli-
cación prorrogada deí convenio anterior, en sus propios términos, hasta que
entre en vigor el nuevo o se dicte decisión arbitral obligatoria (73).

La admisión de los CC peyorativos sería claramente regresiva, oues si

(72) F.n este sentido, CAMPS (op. cit., páss. 311 y sigs.).
(73) La posición de ALONSO OLEA (op. cit.) no es clara en este punto, pues si

bien en la pág. 449 señala que «quizá las (condiciones) establecidas en un convenio
colectivo procedente no están amparadas por el principio de respeto a las condiciones
anteriores», más adelante, en la pág. 472. dice: «?ucde mantenerse razonablemente el
parecer de (que) la condición más beneficiosa adquirida por el trabajador derive de
un convenio colectivo previo; esto quiere decir que un convenio nunca puede reformar
in peius un convenio anterior para quienes se rigieron por éste (aunque sí para quienes
por vez primera entren dentro de! ámbito de vigencia del convenio nuevo).» Parece,
pues, defender la posición intermedia entre el principio de irrenunciabiüdad y el prin-
cipio de modernidad, esto es, el principio de respeto a los derechos adquiridos.
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bien, como ha señalado un sector de la doctrina (74), ¡a prohibición de
!a reiormatio in peius supone una limitación de la autonomía colectiva por
parte del Estado, ello es cierto únicamente en países donde existe una efec-
tiva autotutela sindical especialmente derecho de hiic'ga— capaz de hacer
innecesaria la protección eslata!. Aunque éste —lo reconocemos— sería
ciertamente un argumento «voluníarista».

F.n cuanto al cómputo de la favorabiiidad habrá que admitir la vigencia
del criterio de la comparación global de condiciones, en esta ocasión, en
aras de la necesaria flexibilidad en la negociación colectiva (75). De otra
parte, en este caso podría jugar la analogía y 5("> dispuesto en el artículo 6." de
la LCCST (76) en tema de concurrencia entre convenios constituye un dato
legal a tener en cuenta. Por ío demás, la doctrina jurisprudencial anterior, ya
señalada (77), que exigía que la compensación de condiciones fuese contem-
plada expresamente en el nuevo convenio, so pena de mantenimiento acumu-
lativo del anterior beneficio, resulta igualmente aplicable (78).

B'i El cambio de sujeción normativa

Distinto supuesto anterior, aunque enmarcado en el mismo plano —el
de las condiciones más beneficiosas de origen normativo frente a normas de!
mismo rango jerárquico—, es e! constituido por el cambio de sujeción nor-
mativa.

El cambio de sujeción normativa —de RR o de CC aplicable— produce
inevitablemente una comparación entre las condiciones normativas anteriores
y las establecidas en la nueva normativa aplicable. De esta comparación
pueden resultar perjuicios futuros para ¡os trabajadores. Y es en estos casos

(74) Cfr. CREMAULS: El derecho transitorio, c¡¿., págs. 76 y sigs., y OJCDA AVI-
l.KS: «La concurrencia de convenios colectivos», en RFS, núm. 89. págs. 64 y sigs.

(75) Jín este sentido, CAMPS (op. cit., págs. 312 y sigs.).
(76) «1.a concurrencia en el tiempo de un convenio con otro ele ámbito más am-

plio que el primero determinará la aplicación de aquel que. en su conjunto y en
cómputo anual, resulte más favorable para los trabajadoras.»

(77) Vid. supra, nota 75.
(78) En ocasiones, es el propio CO el que lo establece. Así. el CCS de la em-

presa «Tabacalera, S. A.», de 3 de julio de 1975 («BOH» de 9 de julio), en su ar-
tículo 2.°, IV, señala: «En todo lo no regulado específicamente, continuarán en vigor
la Reglamentación Nacional de Trabajo y los acuerdos adoptados en convenios ante-
riores, en cuanto no se opongan a lo acordado en el presente.»
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que la jurisprudencia habla de «respeto ad personam de ¡as condiciones más
beneficiosas derivadas de la anterior normativa» (79).

Las posibles causas de un cambio de sujeción normativa son dos: 1.a La
existencia de un error en el encuauramiento profesional de la empresa, sub-
sanado posteriormente; o 2.a Un cambio en su actividad principal, puesto
que, como señala la resolución de la DGÜT de 22 de noviembre de 1965 (80),
«la causa determinante de la aplicación de una RR (y, consiguientemente,
de un CC) es la naturaleza de la actividad principal desarrollada en eíia».
Hn este mismo sentido se manifiesta la STS, S. 4.", de 21 de junio de 1963 (81).

En caso de error no habrá otra solución que subsanarlo, aplicando en el
futuro la RR. o el Í'C que corresponda a Ja empresa por su actividad. Úni-
camente si las condiciones normativas aplicables anteriormente al cambio
fueran menos beneficiosas para los trabajadores, podría plantearse una recla-
mación por parte de éstos frente al empresario con los límites preseriptorios
del artículo 83 de la LCI\

En el caso de tratarse de un error en la aplicación de una concreta R ü
debido a una resolución administrativa errónea de cncuadramiento empre-
sarial (82), la empresa podría exigir responsabilidad patrimonial a la Admi-
nistración en base ai artículo 40 de la ley de Régimen Jurídico de la Ad-
ministración del Estado, aunque con el límite prescripiorio allí señalado de
un año a partir del hecho que motivó la indemnización.

En el supuesto de un cambio en la actividad principal de la empresa, tanto
si se mantiene el mismo empresario como si se produce una subrogación
empresarial voluntaria o involuntaria (casos más frecuentes'!, la solución
habrá que encontrarla en el acuerdo entre las partes o, en su defecto, en el
expediente de regulación de empleo, pues se trata de un procedimiento indirec-
to de modificación de condiciones principales del contrato. En tal caso, habrá
que estar a lo que resuelva la autoridad administrativa. La praxis adminis-
trativa admite la «resolución autorizatoria condicionada» a la exigencia de
unas determinadas condiciones compensatorias del empresario a favor del
trabajador incidido. F.n este caso ¡a «condición» consistiría en «respetar ad
personam las condiciones más beneficiosas derivadas de ía anterior norma-
tiva».

(79) Vid., por ejemplo, la STS, S. 4.", de 12 de jimio de 1973 (A/73. re.f. 2634).
(80) JS. págs. 616 y 617.
(81) A/63, rcf. 3273.
(82) Infectivamente, el encuailramiento de las empresas en una concreta RR es de

la competencia de la administración laboral (vid. IVÍONTOYA: Jurisdicción y adminis-
tración de trabajo, Madrid, 1970. págs. 113 y sigs.).
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Ahora bien, el respeto por estas condiciones, establecido en ia resolución
administrativa, no se basa en la incorporación contractual de fas condiciones
normativas anteriores, pues, como su nombre indica, su eficacia jurídica les
viene de su naturaleza normativa, no tratándose de situaciones jurídicas sub-
jetivas. Fin último término, en estos casos, como indica Bayón (í!3), «existe
una cesación de industria, con extinción de contratos y celebración de otro;;
nuevos, aunque en la práctica, para facilitar la transformación, se acude a tina
novación de contratos que no perjudique al personal». Así, pues, el funda-
monto ha de encontrarse en la pura discrecionalidad administrativa qy.u re-
suelve de este modo por razones de equidad.

V. IA CONDICIÓN' MAS BHNEKtC'ÍOSA IV]• ÜRIGHN NORMATIVO FKHNTE

A NORMAS DI! RANGO .ÍHRARQLÍCO SUPERIOR

Ya vimos, aí analizar el segundo de los supuestos —la condición más
beneficiosa de origen contractual frente a nuevas normas—. cómo las cláusu-
las de Jas RR y Oí., mal denominadas «respeto a derechos adquiridos» o
«condiciones más beneficiosas», se referían no solamente a las condiciones
contractuales implantadas con anterioridad a la entrada en vigor de ia RR,
sino también, y preferentemente, a las condiciones más beneficiosas estable-
cidas en normar, de rango jerárquico inferior ÍCC, DAO, RRÍ o costumbre).

Sin embargo, el respeto genérico de las normas de rango jerárquico su-
perior por las condiciones más beneficiosas de origen normativo inferior no
pasa de ser expresión del denominado principio de norma más favorable, esto
es, la prevaíencia entre dos o más normas laborales vigentes de la que re-
sulta más favorable al trabajador (84).

El fundamento jurídico positivo de este principio hay que encontrarlo
hoy en el artículo 4.". 1, de la ley de Relaciones Laborales, cuando señala:
«Fn el supuesto de concurrencia de dos o más normas laborales, tanto es-
tatales como pactadas, se aplicará aquella... que... resulte más favorable para
el trabajador.» Este precepto no hace sino recoger sintetizadamente la va-
riada fundamentaeión ya existente, según niveles comparativos, en las siguien-
tes disposiciones: a) Entre normas legales, reglamentarias o convencionales

(83) Manual de Derecho del trabajo, vol. iJ, 9." ed., pág- 521.
(84) CANÍPS (op. (•::'/., pág. 395) seríala: «La mera sucesión de normas, sin implicar

derogación de las anteriores, sa reconduce al campo o ámbito del principio de norma
más favorable.»
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y normas consuetudinarias: ci artículo 9.", 3, de ia iey de Contrato de Tra-
bajo (85). b) Huiré normas legales o reglamentarias y normas convenciona-
les: el artículo 3." de la LCC5T (86). c) Entre normas legales, reglamentarias
o convencionales y el RRI: ios artículos 11.2 de ia ley de Reglamentaciones
de Trabajo (87) y 5.l del decreto 20/1961. de 12 de enero (íio).

Vuelve a plantearse nuevamente aquí el problema de la difícil concre-
ción de la favorabüidad: quien sea su beneficiario y cuales sean los crite-
rios para su cómputo.

En cuanto al beneficiario de la favorabilidad, la norma no deja lugar a
dudas al señalar que se trata en todo caso dei trabajador.

Hl tema del cómputo tíc la favorabüidad, pese a la aparentemente clara
dicción legal —«que, apreciadas en su compitió, resulte más favorable para
el trabajador» (art. 4.;|, 4:, LRL) , plantea problemas de importancia.

F.n oíro lugar, y en relación al artículo 3.° de la LCCST referente a los
CC y Oí,, hemos defendido, frente a la doctrina y jurisprudencia mayorita-
rias partidarias de «conglobamcnto», la comparación analítica (condición por
condición) en base a una serie de argumentos materiales y formales (89).
La situación era, sin embargo, distinta de la actual por cuanto no existía

(85) «íi! contrato de trabajo se regulará: 3." Por los usos y costumbres do cada
localidad en la especie y categorías de ios servicios y obras de que se trate, con igual
salvedad que en el número anterior (esto es. sin que en ningún caso puedan estable-
cerse, en perjuicio del trabajador, condiciones menos favorables o costumbres con-
trarias a las normas legales antes expresadas).»

(86) «Mediante los convenios colectivos sindicales de trabajo se mejorarán las con-
diciones laborales que estuviesen fijadas por reglamentaciones u ordenanzas laborales o
por cualesquiera otras disposiciones reglamentarias de carácter general. "J.n consecuen-
cia, serán nulos y no surtirán efecto entre las partes los convenios que impliquen con-
diciones menos favorables para los trabajadores.»

(87) «También so consignarán aquellas reglas que puedan ser características en ¡a
industria que se reglamente, y se hará constar que las condiciones señaladas tienen
el carácter de mínimas y obligatorias, por cuyo motivo son susceptibles de mejora por
libre y espontánea determinación de los empresarios, hecha figurar en sus Reglamentos
de Régimen interior, o en las relaciones de trabajo convenidas con su personal.»

(88) «Las condiciones que se establezcan en desarrollo del contenido de los ar-
tículos 3." y 4." de este decreto no podrán ser inferiores a las creadas en favor de los
trabajadores por las disposiciones legales, RR o CC aplicables. A su vez, los pactos
individuales entre empresas y trabajadores habrán de respetar las cláusulas del res-
pectivo RRI, modificándolas tan sólo en beneficio del trabajador o de ambas partes
contratantes conjuntamente y siempre sin perjuicio de los restantes trabajadores.»

(89) «Contenido tic los comemos colectivos: parte contractual y parte normati-
va», en Quince lecciones sobre convenios colectivos, Ivüadrid. ¡976. págs. 364 y sigs.
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un artículo como e! 47', ] , de ia LRL que expresamente estableciese el cri-
terio de! conglobamcnío.

A la vista del nuevo texto legal, por el contrario, podría pensarse que eí
criterio del conglobamento introducido resulta fatalmente aplicable. Y ello no
es así por varias razones:

a) En primer lugar, creemos con Camps (90) —y así lo hemos suscrito
colectivamente en otra publicación posterior (91)— que la Declaración IIt.4
del Fuero del Trabajo, que establece el carácter mínimo de las «bases para
la ordenación cleí trabajo», debe entenderse en relación a «condiciones» y
no a «normas». I.,a ley constitucional habla de «bases» y no de «conjunto o
bloque de bases». En consecuencia, «la técnica del conglobamenlo es un cri-
terio que sólo puede ser válido para resolver problemas de concurrencia nor-
mativa entre normas que no tengan carácter estatal» (92).

b) En segundo lugar, una interpretación literal, lógica y sistematizada
del artículo 4.°, 1, de la LRL nos lleva a admitir limitaciones al criterio del
conglobamento que lo acercan notablemente al criterio analítico opuesto.

Desde un punto de vista lógico parece obvio que sólo es posible com-
parar normas y condiciones homogéneas, esto es, condiciones tratadas pa-
ralelamente en ambas normas que persiguen una ratio cuanto menos aná-
loga (93) y que se refieren a los mismos sujetos (grupos o categorías profe-
sionales). Lo contrario iría contra las reglas de ia lógica y contra la «na-
turaleza de las cosas». Como ha apuntado Camps, «no cabe comparar lo que
no es comparable» (94).

Desde una perspectiva sistemática o contextúa! llegamos a idéntica con-

(90) Op. cit., págs. 19 y 20.
(91) Análisis críiico de ¡a ley de Relaciones Laborales, Valencia, !977.
(92) CAMPS, op. cit., p;ig. 20.

(93) Enormemente clarificadora y operativa resulta a este respecto la distinción
hecha por CAMPS (op. cit., págs. 171 y sigs.) entre: a) Compensación horizontal de
grado mínimo, en ia que la condición sustitutiva. aun de diferente especie, es, sin
embargo, del mismo género que la sustituida. /); Compensación horizontal de grado
medio, que hace referencia al hecho de que. al comparar distintas fuentes de fijación
de condiciones laborales, se neutralizan determinadas condiciones de diferente género,
pero con posibilidad de que la condición o condiciones sustitutivas sean reconduci-
bles a una misma unidad de medida que las sustituidas por tener con éstas alguna
afinidad, c) Compensación horizontal de grado máximo, que haría referencia a la neu-
tralización de cualquier tipo de condiciones laborales derivadas de las fuentes que se
comparan, aunque las sustitutivas no tengan afinidad alguna ni sean reconducibles di-
rectamente a las sustituidas.

(94) Op. cit., pág. 147.
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clusión. Eí artículo 5.'\ 2, de la LRL, que, como aürma Alonso Olea (95),
no es otra cosa que una «aplicación particular del principio de norma mí-
nima» establecido en el artículo 4.", 1, de la LRL, se refiere a ¡os convenios
colectivos, afirmando que en éstos será posible modificar las condiciones la-
borales que- no estén establecidas eu normas de derecho necesario, «siem-
pre mediante mejora compensatoria adecuada». En este concepto de «ade-
cuación compensatoria» podemos encontrar un apoyo más, coincideníe con
el planteamiento lógico, para interpretar el criterio legal de la globalidad con
caracteres restrictivos. La «adecuación» deberá coincidir con la «naturaleza
de Jas cosas» y con las «reglas de la lógica».

Finalmente, una interpretación literal del precepto — dada su poco afor-
tunada redacción— nos llevaría a concluir en la inoperancia ca.si absoluta del
mismo. En efecto, las modificaciones convencionales se hallan limitadas, según
este precepto, por las normas de «derecho necesario», y normas de «derecho
necesario» son prácticamente la mayoría de las normas laborales. Consecuen-
temente, ai no distinguirse, como io hace el artículo 4.", 2, entre «derecho
necesario absoluto» y «derecho necesario relativo», la negociación colectiva
se encuentra imposibiíidada de modilicar condiciones establecidas en normas
de rango jerárquico superior (96), a no ser que tuvieran naturaleza dispo-
sitiva.

V L CUNCI.USIONFiS CRITICAS

El capítulo ác conclusiones deberá construirse básicamente a partir de
la remisión a las conclusiones parcialmente asumidas a lo largo de esta ex-
posición en relación a cada uno de los supuestos analizados.

No obstante, del planteamiento y análisis realizados se inducen dos con-
clusiones generales: la primera de naturaleza dogmática y la segunda de
naturaleza crítica.

En primer término, del lado dogmático, la comprobación de que los
cinco supuestos a los que la normativa, doctrina y jurisprudencia han atri-
buido de alguna manera el título de «condición más beneficiosa» poco tienen
que ver entre sí, a no ser el respeto genérico a determinadas «condiciones
más beneíiciosas» disfrutadas por los trabajadores con anterioridad a un de-
terminado evento que las altere, realidad identiíicable, todo lo más, con un

(95) Op. cit., pág. 471.
(96) Vid. CAMPS, op. cit., págs. 22 y sigs.
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genérico principio de favor del trabajador que enmarca el ordenamiento la-
boral en su conjunto.

En efecto, estos supuestos difieren: a) P,n. cuanto al evento causante ele
la alteración de condiciones: un cambio de normativa general aplicable (su-
puestos 2.°, 3." y 5.'"'), un cambio de sujeción normativa (supuesto 4.u) o la
aplicación por el empresario de una normativa general (supuesto !.'•'). b) En
cuanto al origen Je ¡as condiciones: contractual (supuestos 1.° y 2.") o nor-
mativo (supuestos 3.", 4." y 5.'); y c) Fin cuanto al fundamento jurídico-
posiíivo: en todos los casos existe un fundamento normativo, salvo en el
supuesto <-.", basado en la discrecionalidad administrativa apoyada en la
equidad.

Ante esta situación cabe preguntarse por el sentido dogmático de calificar
a este complejo heterogéneo cíe supuestos con la genérica denominación de
«principio de condición más beneficiosa». Creemos, por el contrario, prefe-
rible una de estas dos alternativas: 1.a Bien denominar a cada supuesto por
su propia realidad, olvidando esta, desprestigiada (por confusa) denominación.
2.a Bien — como ha hecho un sector caracterizado de la doctrina (c'7)— re-
ferir exclusivamente la denominación de «principio de condición más bene-
ficiosa al segundo de los supuestos analizados: «ias nuevas normas deberán
respetar las condiciones contractuales preexistentes».

F.n segundo término, desde una perspectiva crítica no hay duda que la
condición más beneficiosa de origen contractual sin límites constituye en ma-
nos del empresario una importante arma legal discriminatoria. De ahí la ne-
cesidad de una limitación de la función normativa contractual mediante la
efectiva implantación —de lege jeremía o, ai menos, de senteníia lerenda —
del principio de trato igual, que no perseguía otra cosa que la prohibición
de la arbitrariedad empresarial y de la discriminación injustificada, exigiendo
un trato normativo igual a los iguales y desigual a los desiguales. F.l cambio
de perspectiva es sumanieníe importante. Supone pasar de ia contempla-
ción individual del trabajador como parte de un contrato de trabajo a la
contemplación del trabajador como sujeto inserto en una clase social deter-
minada.

TOMÁS SALA FRANCO

(97) Cfr.. por ejemplo, BAYÓN CHACÓN, op. cit., vol. í.°, pág. 202, y ALONSO

OLLA, op. cit., págs. 471-472.
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